
24710 Sábado 6 julio 2002 BOE núm. 161

urbanística al respecto, una planta de potabilización del agua, pero para
nada se contempla ni se exige una depuradora de aguas residuales. Que
dicho documento notarial tuvo acceso al Registro sin tacha por parte del
titular del Registro. 6. Que una vez producida la inscripción registral
de los Estatutos se constató la existencia de error al redactar los estatutos
en el apartado d) del artículo 1.o, cuando en la urbanización nunca ha
existido el sistema de depuración de aguas residuales, ni ha sido exigida
por la autoridad urbanística. 7. Por ello se realizó una rectificación del
citado artículo por escritura de 18 de noviembre de 1999, tal como queda
constatado en el Hecho I. Que a dicho documento se acompañaba certificado
de la Dirección Técnica de la obra de urbanización en el que se especifica
que «el Proyecto que regula la ejecución de las obras no incluye una depu-
radora de aguas residuales particular para la urbanización». 8. Que como
fundamentos de derecho hay que señalar que la Registradora no determina
en la nota si el defecto es subsanable o insubsanable y, en su caso, método
para la subsanación, requisito esencial conforme a la normativa legal vigen-
te. Que conforme se deduce del artículo 17.1.a de la vigente Ley de Pro-
piedad Horizontal la suspensión de servicios comunes de interés general,
incluso cuando supongan la modificación del título constitutivo o de los
estatutos, requerirá el voto favorable de las tres quintas partes del total
de los propietarios que, a su vez, representen tres quintas partes de las
cuotas de participación. Que la modificación llevada a cabo en los estatutos
referidos no supone una alteración sustancial de los mismos que exija
un quórum especial ni mucho menos la unanimidad de los comuneros,
sino una nueva rectificación de un concepto erróneo.

IV

La Registradora de la Propiedad en defensa de los anota informó: Que
después de inscribir los Estatutos de la Comunidad de Propietarios se
enajenaron varias fincas de la urbanización, por lo que existen titulares
registrales de los predios independientes resultantes que gozan de la pro-
tección judicial de los artículos 13, 34 y 38 de la Ley Hipotecaria y 5
de la Ley de Propiedad Horizontal. Que si en el caso objeto de este recurso
se refiere a un supuesto de rectificación de un asiento registral regulado
en el artículo 40 de la Ley Hipotecaria y concretamente en su apartado d),
ya que el error procede del defecto del título que motivó el asiento, con
la particularidad en este caso de que lo que se trata de rectificar es un
asiento de los estatutos de la comunidad. Que mediante la rectificación
se priva a la urbanización de un servicio que, por error o no, aparece
contenido en el asiento registral, y, por tanto, cognoscible por los futuros
adquirentes, que han podido efectuar su adquisición en la creencia de
la existencia de un servicio, que pueda encontrar su justificación en la
misma importancia de la urbanización. Que al tratarse de la rectificación
de una norma de los estatutos de la urbanización por la que se establece
un servicio común atribuido como titularidad «ob rem» a los propietarios
de la urbanización, sería preciso el consentimiento de todos ellos, siendo
suficiente el acuerdo favorable de la Junta de Propietarios por aplicación
del artículo 17.1 de la Ley de Propiedad Horizontal, de 6 de abril de 1999,
directamente aplicable a los conjuntos inmobiliarios privados. Que el artí-
culo 24 de dicha Ley ofrece un concepto claro de complejo inmobiliario.
Si concurren los tres presupuestos fácticos que dice el artículo citado,
como ocurre en este caso, existe el complejo inmobiliario y ello implica
dos consecuencias jurídicas: sometimiento del mismo al artículo 396 del
Código Civil y a las disposiciones imperativas de la Ley de Propiedad
Horizontal. Que hay que admitir que la regla general para la adopción
de acuerdos que impliquen la aprobación o modificación de las reglas
contenidas en el título constitutivo de la propiedad horizontal o en los
estatutos de la comunidad sigue siendo la unanimidad y ello es así por
afectar directamente al contenido esencial del derecho de propiedad de
cada uno de los integrantes de la comunidad, el cual no puede verse alterado
ni destruido sin su consentimiento. Que, por tanto, se exige la unanimidad
para alterar un servicio o instalación común, como ocurre en la escritura
que es objeto del recurso, y ello con arreglo a la abundante jurisprudencia
y doctrina de las Resoluciones recaída en relación al antiguo artículo 16.1
de la Ley de 1960, que sigue siendo plenamente aplicable. Que se recuerda
lo que dice la Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 1999.
Que, por último de la nota recurrida se desprende que la falta ha sido
calificada como subsanable y en la misma consta el método para la sub-
sanación.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Aragón confirmó
la nota de la Registradora fundándose en el informe de ésta.

VI

El recurrente apeló el autor presidencia manteniéndose en sus ale-
gaciones, y añadió: Que no hay que confundir el título constitutivo de
la propiedad horizontal de un edificio con los estatutos de la comunidad
que se limitan a regular la convivencia entre los propietarios.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 396 del Código Civil y 17 de la Ley de Propiedad
Horizontal (en la redacción que dio a ambos la Ley 8/1999), la Sentencia
del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 1999 y las Resoluciones de esta
Dirección General de 23 de mayo y 23 de junio de 2001;

1. Son hechos relevantes para la resolución del presente recurso los
siguientes:

Consta en el Registro inscrito, respecto de una finca, el régimen de
propiedad horizontal. En la inscripción de dicho régimen figura dentro
de los elementos comunes el siguiente: «y el sistema de depuración de
aguas residuales y sus instalaciones anejas».

Con posterioridad, figuran transmitidos determinados elementos pri-
vativos de la propiedad horizontal.

Se presenta en el Registro escritura de modificación de estatutos otor-
gada exclusivamente por la promotora (que ya no es propietaria única),
en la que, después de afirmar que en el Plan parcial no se contempla
la depuración de aguas residuales, rectifica aquellos sustituyendo la frase
transcrita por la siguiente: «y sistema de estaciones de bombeo, para trans-
porte de aguas residuales hasta el colector general, y sus obras comple-
mentarias».

La Registradora suspende la inscripción por falta de acuerdo unánime
de la Junta de propietarios.

La interesada recurre, el Presidente del Tribunal Superior desestima
el Recurso, y aquélla apela.

2. El recurso no puede prosperar. El recurrente alega que para la
modificación que se pretende basta la mayoría de tres quintos, después
de la Ley 8/1999, pero, aunque ello fuera así -que no lo es-, es lo cierto
que tal afirmación se basa en el solo hecho de que tal recurrente tiene
tal participación en la Comunidad, pero ni siquiera existe reunión de la
Junta de la Comunidad de Propietarios en la que se haya tomado acuerdo
alguno. Todo ello sin olvidar, además, que un solo copropietario en ningún
caso puede constituir mayoría personal de tres quintos que exige el artícu-
lo 17 de la Ley de Propiedad Horizontal, además de la mayoría real.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
confirmando el Auto presidencial y la calificación de la Registradora.

Madrid, 14 de mayo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Aragón.

13400 RESOLUCIÓN de 16 de mayo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Valladolid don Juan
Cano Calvo, contra la negativa de la Registradora de la
Propiedad número 5, de Valladolid, doña María José Tria-
na Álvarez, a inscribir una escritura de segregación y com-
praventa, en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Valladolid
Don Juan Cano Calvo, contra la negativa de la Registradora de la Propiedad,
número cinco, de Valladolid, doña María José Triana Álvarez a inscribir
una escritura de segregación y compraventa, en virtud de apelación del
recurrente.

Hechos

I

Por escritura otorgada el día 30 de junio de 1999 ante el Notario de
Valladolid, don Juan Cano Calvo, doña Elvira P. M., por si y en repre-
sentación de don José P. S. segregó de un local comercial en la planta
primera del edificio en régimen de propiedad horizontal, sito en Valladolid,
calle Felipe II, número 10, finca registral 39157, otro para formar finca
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independiente, que en la misma escritura se vendió a los cónyuges don
Juan Luis A. de D. y doña María Angeles H. M., y, simultáneamente, en
el mismo acto la parte vendedora constituía una servidumbre de paso
a favor de local segregado y vendido, dado que el local segregado no tiene
salida a un elemento común. Las normas de la propiedad horizontal facul-
tan a los propietarios para realizar dicha segregación, aunque no constan
inscritas en el Registro de la Propiedad.

II

Presentada copia autorizada de la reseñada escritura en el Registro
de la Propiedad número 5 de los de Valladolid, fue calificada con la siguiente
nota: «Presentadas dos copias del precedente documento, una expedida
el día 8 de julio de 1999, a instancias de don Juan Luis A. de D. y doña
María Angeles H. M., y otra expedida el día 8 de julio de 1999, a instancias
de doña Elvira P. M. y don José P. S., a las once horas del día 2 de
diciembre de 1999, bajo el asiento 822 del Diario 23, el Registrador que
suscribe, ha procedido a su calificación y tras examinar los antecedentes
del Registro, ha resuelto suspender la práctica de los asientos solicitados
por observar los siguientes efectos: 1) Al no figurar inscritas en este
Registro de la Propiedad, las normas que según el precedente documento
se recogían en la escritura de división horizontal, a que se alude en el
expositivo II, y toda vez que conforme al artículo 5 de Ley de Propiedad
Horizontal, los estatutos no perjudicarán a terceros, si no han sido inscritos
en el Registro de la Propiedad, no es posible proceder a inscribir la segre-
gación pretendida, mientras: o bien, se acredite haber obtenido para la
segregación y fijación de nuevas cuotas, la aprobación unánime de la Junta
de Propietarios, por afectar dicho acto al título constitutivo de la Propiedad
Horizontal —artículos 8 y 17 de la Ley de Propiedad Horizontal y Resolución
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 6 de febrero
de 1980—. O bien, se proceda como acto previo, a inscribir en el Regis-
tro de la Propiedad las normas, que según el precedente documento se
recogían en la escritura de división horizontal, para lo cual sería preciso
contar con el consentimiento unánime de todos los titulares registrales.
Resolución de 5 de septiembre de 1988. 2) Dado que con arreglo a las
disposiciones legales que regulan la Propiedad Horizontal, para que los
diferentes pisos o locales de un edificio, o las partes de ellos, puedan
ser objeto de propiedad separada, se hace preciso que sean susceptibles
de aprovechamiento independiente por tener salida propia a un elemento
común de aquel o a la vía pública, no es correcto que primero se segregue
y se venda, y luego se constituya la servidumbre de paso pues ello implicaría
que «ab initio», se constituiría y se vendería como finca independiente
un elemento que no reuniría los requisitos legales necesarios para ello.
Además al constituirse la servidumbre una vez transmitido el local segre-
gado, no consta de forma expresa haber sido aceptado ésta por el titular
del predio dominante. 3) Dada la descripción que tanto del local segre-
gado, como del resto de la finca matriz, como del local antes de efectuarse
la segregación, figura tanto en el Registro como en el precedente docu-
mento, queda indeterminada la zona del predio sirviente afectada por
la servidumbre cuando se estipula que el objeto sobre el que recae es
una zona de tránsito o pasillo de 4 metros cuadrados de superficie que
va desde la puerta que da al descansillo de la escalera, a la puerta que
dentro de este pasillo interior o zona de paso, comunica o da acceso al
local segregado, sin que ello por otra parte pueda entenderse que queda
determinado por el plano que se incorpora, plano que además de no corres-
ponder a la descripción que del local figura en el Registro, tendría en
todo caso el carácter de complementaria respecto de la descripción de
la servidumbre. La misma indeterminación cabe señalar respecto del dere-
cho que se reservan los cónyuges don José P. S. y doña Elvira P. M. 4) No
aportarse un duplicado del plano para su archivo en el Registro. Los defec-
tos 1, 2 y 4, se califican como subsanables y el 3 como insubsanable.
Contra la presente nota de calificación cabe recurso gubernativo por medio
de escrito dirigido al Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cas-
tilla y León, con sede en Burgos, presentado en este Registro, en el plazo
de tres meses a contar desde la fecha de esta nota, conforme a los artícu-
los 112 y siguientes del Reglamento Hipotecario. Respecto al estado de
cargas de la finca me remito a la nota simple que se emite a continuación
la cual tiene valor meramente informativo y no da fe del contenido de
los asientos. Valladolid, a 14 de diciembre de 1999.—El Registrador.—Firma
Ilegible.»

III

El Notario autorizante de la escritura, Don Juan Cano Calvo, interpuso
recurso gubernativo contra la anterior nota y alegó: Que en cuanto al
defecto primero, consiste en el hecho de un incumplimiento de la Ley

cometido por el propio Registrador al no haber incluido, en la inscripción
de la Propiedad Horizontal, las reglas y normas reguladoras de dicha pro-
piedad, que figuran en el título constitutivo, vulnerando lo establecido
en el párrafo 2 del artículo 8-4 de la ley de Propiedad Horizontal, hecho
que no es imputable en modo alguno a la escritura ahora presentada para
la inscripción, ni al Notario autorizante de ella, ni a ninguno de los miem-
bros pasados, presentes o futuros, de la comunidad resultante de la pro-
piedad horizontal, sino, única y exclusivamente al Registrador. Que dado
el origen o causa y consiguiente naturaleza del obstáculo calificado por
la Sra. Registradora como defecto, lo que hubiera procedido por su parte,
tan pronto advirtiese el error cometido por omisión en la inscripción de
la Propiedad Horizontal, de acuerdo con su propio criterio expresado en
la nota calificadora, sería cumplir lo que le ordena el artículo 326 del
Reglamento Hipotecario, ya que se trata de un error de concepto com-
prendido en el artículo 217 de la Ley Hipotecaria. Que la pretensión de
la Sra. Registradora de considerar el hecho observado como un defecto
de la escritura o ajeno, en su causa y naturaleza al propio Registro, y
que debe ser subsanando por tanto, no por ella en los términos ya indicados
y reglamentariamente establecidos, sino por los que a estos efectos se
pueden llamar consumidores del servicio público y de la función registral,
choca abiertamente con los mas elementales principios jurídicos recogidos
o reconocidos en multitud de normas del ordenamiento jurídico de las
que se citan, a título de ejemplo, los artículos 1.902 del Código Civil y 331
del Reglamento Hipotecario. Que hay que señalar la contradicción de la
señora Registradora reflejada en que si entiende que la inscripción de
la segregación de finca perjudica a un tercero se halla en el deber de
enfocar la solución del caso por los trámites procedimentales que le ordena,
como queda dicho, el artículo 326 del Reglamento Hipotecario, y si entiende
que no tiene que promover todos los cauces procedimentales de oficio
por que no perjudica a tercero, se halla en el deber de inscribir la segre-
gación, toda vez, que el no inscribir la segregación produce un perjuicio
grave al tercer adquirente de la finca segregada ya que las normas regu-
ladoras de esta propiedad horizontal que figuran en el título constitutivo
público y fehaciente, aunque no estén inscritas, autorizan al vendedor
para segregar y dividir. Que en cuanto al defecto segundo, se impugna
entendiendo que no existe, en base al carácter forzoso de la servidumbre
que se constituye, de la naturaleza «mixta» que tiene el negocio que se
formaliza (comprende varios actos jurídicos que traen causa unos de otros)
y de la «unidad de acto», todo ello en los términos que resultan del el
artículo 567 del Código Civil. Que en relación a si existe o no consentimiento
y aceptación de la servidumbre por los propietarios del predio dominante,
se deduce que el consentimiento del dueño o dueños del predio dominante,
en el caso de ser necesario, puede ser tácito, como también pudieran
éstos dejar extinguir la servidumbre por prescripción en caso de no uso.
Y no obstante lo anterior, dicho consentimiento existe, y no precisamente
tácita o presuntivamente, sino expresamente, en virtud de la llamada «uni-
dad negocial» tantas veces reconocida por la doctrina y la jurisprudencia,
y que tiene su apoyo en el artículo 1.285 del C. Civil, y máxime cuando
el contrato o negocio se instrumenta en escritura publica, acto solemne,
que reviste «unidad de acto y que una vez leída la escritura por los mismos
otorgantes o por el Notario, como en este caso, prestan su consentimiento
al contenido de la misma y firman, autorizándose después por el Notario,
y por lo tanto en ese mismo acto también está aceptada la servidumbre
por los compradores del predio dominante, quienes, también comparecen
en el otorgamiento. Todos los comparecientes prestan su consentimiento
al contenido de la escritura y la firman (artículos 1.216, 1.217, 1.218, 1282
y 1285 del C. Civil y 173 del Reglamento Notarial). Que con respecto al
tercer defecto, se impugna, al estar la servidumbre suficiente y perfec-
tamente especificada y determinada, pues se dice desde donde y hasta
donde discurre y superficie que comprende, quedando la servidumbre per-
fectamente delimitada. Es verdad que un plano catastral está unido a
la escritura, pero el que no se presente un duplicado para archivo en
el Registro, no es ninguna omisión ni defecto que impida la inscripción,
ya que el artículo 5l.4.a del Reglamento Hipotecario dice «Podrá completarse
la identificación de la finca...», y por lo tanto no cabe ninguna duda de
que la presentación de un duplicado del plano en el Registro tiene carácter
voluntario. Por otra parte, se trata de una servidumbre dentro de una
propiedad horizontal y que afecta a dos entidades de aprovechamiento
independiente, siendo el tratamiento registral dado a la propiedad hori-
zontal, y a sus servidumbres y espacios comunes específico para esta clase
especial de copropiedad. Que por lo que afecta al defecto cuarto se impugna
por estimarlo inexistente en base a lo ya alegado, al ser voluntaria la
presentación de plano para su archivo en el Registro, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 5l.4.a) del Reglamento Hipotecario.
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IV

El Registrador en su informe de defensa de la nota argumentó lo siguien-
te: Que el Notario recurrente no parece poner en duda que para que la
segregación realizada pueda acceder al Registro de la Propiedad, se hace
preciso o bien que ello estuviera previsto en los Estatutos y que los mismos
figurasen inscritos en el Registro, o bien, que se cuente para ello con
el consentimiento unánime de la Junta de Propietarios, sino que única-
mente rechaza el modo de proceder por el Registrador, al considerar que
el asiento en su día practicado adolece de un error de concepto. Que
conforme al artículo 216 de la Ley Hipotecaria, en el caso objeto de recurso,
no se ha alterado o variado el verdadero sentido de alguno de los conceptos
contenidos en el título al practicar la inscripción. Lo que ha ocurrido
es que una parte del contenido del documento otorgado en su día no
ha tenido acceso al Registro. En este sentido se ha pronunciado en distintas
ocasiones la Dirección General de los Registros y del Notariado: Resolución
de 23 de enero de 1975, Resolución de 5 de septiembre de 1988 y en
la Resolución de 16 de enero de 1990. Por ello, puesto que no hay error
de concepto alguno en la inscripción en su día practicada, el acceso al
Registro de la segregación pretendida exige o bien que se cuente con el
consentimiento unánime de la Comunidad de propietarios, o bien que
accedan previamente al Registro los Estatutos que no se inscribieron en
su día, por lo que habrá de contar con el consentimiento unánime de
todos los titulares registrales. Que en cuanto al segundo defecto no puede
decirse que la servidumbre constituida sea una servidumbre legal, ni que
le sea aplicable el artículo 567 del Código Civil, sino que se trata de una
servidumbre voluntaria, aunque necesaria para que el dueño del local
primitivo pueda segregar y vender como finca independiente la porción
segregada. Por ello, para que el local segregado pueda ser inscrito como
finca independiente, la constitución de la servidumbre, tiene que ser simul-
tánea y condición necesaria al acto de segregación y desde luego previa
a la compraventa, pues de lo contrario estaremos vendiendo una finca
que no reúne los requisitos exigidos por la legislación de la Propiedad
Horizontal para ser considerado como susceptible de aprovechamiento
independiente y sin que sea obstáculo para ello lo preceptuado por el
artículo 530 del Código Civil. Que con respecto al tercer defecto hace
referencia a la aplicación del principio de especialidad a la servidumbre
constituida. En el caso contemplado, el defecto ha sido calificado como
insubsanable, al ser necesario para el acceso de la servidumbre el otor-
gamiento de un nuevo título en el que se determine forma exacta el derecho
que se inscribe, —artículos 12 de la Ley Hipotecaria y 51.6 del Reglamento
Hipotecario—. Por último en lo referente al cuarto defecto, es de advertir,
que sí bien no es necesario aportar un plano para mejor identificación
de la finca, si dicho plano se tiene en cuenta y se incorpora a la escritura
dicho plano ha de aportarse por duplicado para el archivo de uno de
sus ejemplares en el Registro. Así se deduce del artículo 51.4 el Reglamento
Hipotecario y artículo 3 número 1 del Real Decreto 1093/1997 de 4 de
julio.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León con-
firmó la nota del Registrador fundándose en los argumentos contenidos
en su informe.

VI

El recurrente apeló el auto presidencial manteniéndose, en esencia,
en sus alegaciones.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 396 del Código Civil, 5 y 8 de la Ley de Propiedad
Horizontal, 9 de la Ley Hipotecaria y 51. 4 de su Reglamento, y las Reso-
luciones de esta Dirección General de 21 de septiembre y 5 de octubre
de 2000 y 23 de mayo de 2001.

1. Se presenta en el Registro una escritura de segregación y venta
de un local perteneciente a un edificio en régimen de propiedad horizontal,
amparándose en una norma estatutaria que permite la segregación sin
consentimiento de los demás partícipes. Dado que el local segregado no
tiene salida a un elemento común, en la misma escritura se establece
una servidumbre de paso sobre el local-resto.

La Registradora califica en la forma que se transcribe en los hechos.
El Presidente del Tribunal Superior desestima el recurso interpuesto por
el Notario, quien apela el Auto presidencial.

2. En cuanto al primero de los defectos, la calificación debe man-
tenerse. Sin perjuicio de que en su día se cometiera un error o no por
el Registro, al no inscribirse la norma estatutaria alegada —materia en
la que no puede entrarse en este recurso— lo cierto que tal facultad no
figura inscrita, por lo que no puede vincular a quienes han accedido a
la propiedad horizontal con posterioridad. En consecuencia, tiene razón
la Registradora al exigir el consentimiento unánime de los restantes pro-
pietarios, bien para acceder a la segregación que ahora se pretende, bien
para inscribir la correspondiente cláusula estatutaria.

3. En cuanto al segundo de los defectos, consistente en que la cons-
titución de servidumbre debe ser acto previo a la segregación, no puede
mantenerse. La segregación y venta y la constitución de la servidumbre
se realizan en el mismo acto, por lo que entender que, conceptualmente,
debe realizarse antes la constitución de servidumbre, supone un dogma-
tismo exagerado, y, en el mismo plano, si se hiciera de la forma que exige
la Registradora, podría aducirse que no cabe la servidumbre cuando las
dos fincas pertenecen al mismo propietario.

4. Igual camino debe correr el defecto tercero. La servidumbre está
suficientemente descrita, y señalada, además en un plano catastral que
se testimonia en la escritura.

5. Por lo que se refiere al último inciso del defecto 3), referente a
la indeterminación del derecho que se reservan los vendedores (abrir deter-
minada puerta), al carecer el pacto que lo contiene de transcendencia
real, su determinación o indeterminación es inocua a los efectos del Registro.

6. En cuanto a la exigencia de duplicado del mismo plano, si se tiene
en cuenta que el apartado 4 del artículo 51 del Reglamento Hipotecario,
en el que se basa la Registradora, ha sido declarado nulo en este punto
por la Sentencia de 31 de enero de 2000, el defecto debe decaer.

Esta Dirección General ha acordado estimar parcialmente el recurso
interpuesto, confirmando el primero de los defectos y revocando los demás,
con revocación parcial del Auto presidencial.

Madrid, 16 de mayo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León.

13401 RESOLUCIÓN de 17 de mayo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Madrid, don Isidoro
Lora-Tamayo Rodríguez, contra la negativa del Registra-
dor de la Propiedad de Santander número 1, don Rafael
Arozarena Poves, a inscribir una escritura de adición de
liquidación de una sociedad de gananciales y de partición
de herencia, en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Madrid, don
Isidoro Lora-Tamayo Rodríguez, contra la negativa del Registrador de la
Propiedad de Santander número 1, don Rafael Arozarena Poves, a inscribir
una escritura de adición de liquidación de una sociedad de gananciales
y de partición de herencia, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

Don José M.a M. A. y C. de V., falleció el 1 de septiembre de 1993
bajo testamento abierto en el que instituyó herederos por iguales partes
a sus dos hijos de 10 y 5 años de edad, legó a su esposa el usufructo
legal universal de la herencia con establecimiento de la cautela sociniana
y nombró albacea y comisario contador-partidor «por un año más del plazo
estipulado por ley», a don Fernando G. G.

El 17 de febrero de 1994, ante el Notario de Madrid, don Isidro Lora-Ta-
mayo Rodríguez, el contador y la esposa del causante, doña M.a José Y.
L., esta última actuando en su propio nombre y como representante legal
de sus hijos menores de edad, otorgaron escritura de aceptación de heren-
cia, liquidación de sociedad de gananciales y partición hereditaria en la
que se incluyeron como bienes gananciales una cantidad en metálico y
el capital de un seguro de vida, y como privativos una serie de inmuebles,
y se adjudicó a la viuda el usufructo vitalicio de todos los inmuebles en
pago de su legado y una cantidad en metálico, y la nuda propiedad de
dichos inmuebles a los hijos por mitades indivisas. El 22 de enero de 1996,
el contador y la viuda, actuando ésta con igual carácter que en la escritura
anterior, otorgan ante el mismo Notario otra escritura de adición de la


